PROYECTO DE COMUNICACIÓN
La Cámara de Diputados de la Provincia de Santa Fe, vería con agrado, que el Poder Ejecutivo realice, ante la Secretaría de Energía de la Nación, dependiente del Ministerio de Planificación Federal, todas las gestiones necesarias con el objeto de asegurar el suministro regular y continuo del servicio público de transporte, distribución y suministro de gas natural, a todos los usuarios residenciales, comerciales e industriales de nuestra Provincia.

Señor Presidente:

El suministro de gas natural a los usuarios de las distintas categorías de nuestra Provincia, corre el serio riesgo de verse resentido y nos debe colocar en un permanente estado de alerta.

Si bien, por medio oficiosos nacionales, se asegura que los usuario residenciales no sufrirán mermas en sus suministros, la misma certeza no se advierte respecto a consumidores no residenciales, como los comerciales e industriales.

A nuestro juicio esta situación de inseguridad en la provisión obedece a distintas causas: el precio, que indudablemente a través del “descongelamiento tarifario” tiende a incrementarse desproporcionalmente; la política de “privilegiar la exportación” de un recurso energético no renovable y por último la desinversión y falta de control del Estado a las leyes en vigencia. Hoy los integrantes del sistema sospechosamente aducen que el problema es debido a una inusual demanda para la época.

En nuestra zona, luego del cruento proceso privatizador exigido por los Organismos Internacionales y seguido a rajatabla por sus entusiastas aliados nacionales, el servicio de distribución ha sido adjudicado a la empresa “Litoral Gas”, que provee el gas natural recibiendo el mismo de la transportista “Transportadora de Gas  del Norte S.A.”.

En este punto, es bueno recordar como está estructurado en el país el sistema desde hace ya más de diez años. En el mismo intervienen distintos sujetos que cumplen roles segmentados, fundamentalmente en tres tramos: primero, la obtención de gas del subsuelo a cargo de las “productoras”, que interviene conforme a las normas de la Ley de Hidrocarburos –ley 17319 – y conforme al marco regulatorio de la ley 24076.

Segundo: a cargo de las empresas “transportistas” que trasladan el gas desde las zonas de extracción, a cargo de las “productoras”, a las distintas zonas del país. Su actividad se regula conforme a las normas de la ley 24076 y tercero, la cumplen las “distribuidoras”, que reciben el gas de las “transportistas” y lo abastecen a los “usuario”. Su actividad también está comprendida en la ley 24076.

Respecto de los usuarios, el Reglamento del Servicio de la Licencia de Distribución aprobado por el decreto 2255/92, establece distintas categorías, pasando de la “Residencial R” y llegando hasta el usuario “IT”, cliente de una distribuidora con conexión directa al sistema de transporte.

Ocurre que según datos suministrados por el Sistema Informático María,  resolución n° 1863/91, implementado por la Administración Nacional de Aduanas, los volúmenes de exportación de gas natural desde nuestro país a países limítrofes como Brasil, Chile y Uruguay, se han incrementado notoriamente durante los últimos años. El aumento del volumen de exportación, sumado a la falta notoria de descubrimiento de nuevos pozos, por una deficiente política exploratoria, y una innegable política de los “hechos consumados” de las empresas privadas productoras, transportadoras y distribuidoras para obtener nuevas tarifas, han generado la presente situación de incertidumbre.

El Estado Nacional, como Poder Concedente, debe ejercer enérgicamente sus facultades, su poder de control y su poder de policía, para exigir se cumpla con asegurar el nivel de reservas y disponibilidades de un recurso no renovable y agotable, como lo es el gas y debe privilegiar el suministro interno antes que el externo. En la medida que no estén aseguradas las necesidades de consumo de hidrocarburos internas, no debe continuarse de ninguna manera con una política de exportación que ponga en riesgo las necesidades estratégicas nacionales. En este sentido basta cumplir la ley de hidrocarburos n° 17319, cuyo artículo tercero prescribe que: “ el Poder Ejecutivo Nacional fijará la política nacional con respecto a las actividades en el artículo segundo, teniendo como objetivo principal satisfacer las necesidades de hidrocarburos del país con el producido de sus yacimientos, manteniendo reservas que aseguren esa finalidad”.

Asegurar el abastecimiento interno es una obligación impuesta por la ley y un deber indelegable del Estado Nacional y, como lo dijera alguna vez Avellaneda, “NADA HAY EN LA NACIÓN, SUPERIOR A LA NACIÓN MISMA”.

Así mismo, nos preocupa el dictado de los decretos  n°180 y 181 del año en curso, en cuanto importan una alteración de la condición de usuario del servicio público de transporte y de la distribución de gas natural de numerosos habitantes de nuestra provincia, ya sea como simples usuarios residenciales, ya sea como usuarios comerciales, industriales o de otra índole. Gran parte de la producción local está instalada en base al uso del gas como combustible, las empresas han adecuado sus instalaciones y todo su equipo de producción a ese sistema. Alterar - a través de normas dictadas por el Estado Nacional ese cuadro productivo – es lesivo de intereses legítimos, con ello se atacan no sólo los intereses particulares de los afectados, sino también los intereses generales de la región.

Los hidrocarburos son patrimonio inalienable de la Nación y deben estar al servicio del Desarrollo Nacional. El desarrollo de las distintas regiones del país está indisolublemente unido a ese concepto de Desarrollo Nacional.

Por todo ello – Señor Presidente – no dudamos que el Poder Ejecutivo de nuestra Provincia, arbitrará todos los medios necesarios a su alcance, a fin de asegurar la regularidad y continuidad de la prestación del servicio de gas a todos nuestros usuario, cualquiera sea su categoría de nuestra región y que ese suministro no se realice en situaciones extorsivas en cuanto al cuadro tarifario.

Por lo expuesto, solicito a mis pares, la aprobación del presente Proyecto de Comunicación.

